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1.
Norma acusada

ACTO LEGISLATIVO 3 DE 2011

(Julio 1º)

Por el cual se establece el principio de la sostenibilidad fiscal 
ARTÍCULO 1o. El artículo 334 de la Constitución Política quedará así:

La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin de conseguir en el plano nacional y territorial, en un marco de sostenibilidad fiscal, el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano. Dicho marco de sostenibilidad fiscal deberá fungir como instrumento para alcanzar de manera progresiva los objetivos del Estado Social de Derecho. En cualquier caso el gasto público social será prioritario. 

El Estado, de manera especial, intervendrá para dar pleno empleo a los recursos humanos y asegurar, de manera progresiva, que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo al conjunto de los bienes y servicios básicos. También para promover la productividad y competitividad y el desarrollo armónico de las regiones. 

La sostenibilidad fiscal debe orientar a las Ramas y Órganos del Poder Público, dentro de sus competencias, en un marco de colaboración armónica. 

El Procurador General de la Nación o uno de los Ministros del Gobierno, una vez proferida la sentencia por cualquiera de las máximas corporaciones judiciales, podrán solicitar la apertura de un Incidente de Impacto Fiscal, cuyo trámite será obligatorio. Se oirán las explicaciones de los proponentes sobre las consecuencias de la sentencia en las finanzas públicas, así como el plan concreto para su cumplimiento y se decidirá si procede modular, modificar o diferir los efectos de la misma, con el objeto de evitar alteraciones serias de la sostenibilidad fiscal. En ningún caso se afectará el núcleo esencial de los derechos fundamentales. 

PARÁGRAFO. Al interpretar el presente artículo, bajo ninguna circunstancia, autoridad alguna de naturaleza administrativa, legislativa o judicial, podrá invocar la sostenibilidad fiscal para menoscabar Los derechos fundamentales, restringir su alcance o negar su protección efectiva. 

ARTÍCULO 2o. El primer inciso del artículo  339  de la Constitución Política quedará así: 

Habrá un Plan Nacional de Desarrollo conformado por una parte general y un plan de inversiones de las entidades públicas del orden nacional. En la parte general se señalarán los propósitos y objetivos nacionales de largo plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y las estrategias y orientaciones generales de la política económica, social y ambiental que serán adoptadas por el Gobierno. El plan de inversiones públicas contendrá los presupuestos plurianuales de los principales programas y proyectos de inversión pública nacional y la especificación de los recursos financieros requeridos para su ejecución, dentro de un marco que garantice la sostenibilidad fiscal. 

ARTÍCULO 3o. El primer inciso del artículo 346 de la Constitución Política quedará así: 

El Gobierno formulará anualmente el presupuesto de rentas y ley de apropiaciones, que será presentado al Congreso dentro de los primeros diez días de cada legislatura. El presupuesto de rentas y ley de apropiaciones deberá elaborarse, presentarse y aprobarse dentro de un marco de sostenibilidad fiscal y corresponder al Plan Nacional de Desarrollo.

ARTÍCULO 4o. El presente acto legislativo rige a partir de la fecha de su promulgación.

2.
Decisión

Declararse INHIBIDA para resolver la demanda presentada en contra del Acto Legislativo 3 de 2011. 
3.
Fundamentos de la decisión

La Corte reiteró que cuando un ciudadano pretende configurar un cargo de inconstitucionalidad por sustitución de la Constitución debe cumplir con unos requisitos mínimos, entre ellos, la claridad y la suficiencia; condiciones que resultan ser aún más exigentes cuando se pretende acusar la inconstitucionalidad de un Acto Legislativo. La jurisprudencia ha indicado que el fenómeno jurídico de la sustitución de la Constitución se presenta cuando un elemento definitorio de la esencia de la Constitución de 1991, en lugar de ser modificado, es reemplazado por uno opuesto o integralmente diferente. En este sentido, al Congreso de la República le está vedado sustituir la Constitución en forma total o parcial, permanente o transitoria. Por supuesto, le está prohibido reemplazar la Constitución por una completamente nueva y diferente. 
Reafirmó que en el juicio de sustitución no se verifica si existe una contradicción entre normas -como sucede típicamente en el control material ordinario- ni se registra si se presenta la violación de un principio o regla intocable -como sucede en el juicio de intangibilidad- sino que mediante el juicio de sustitución se analiza (i) si la reforma introduce un nuevo elemento esencial a la Constitución,(ii) si éste reemplaza al originalmente adoptado por el constituyente y (iii) se compara el nuevo principio con el anterior para verificar, no si son distintos, lo cual siempre ocurrirá, sino si son opuestos o integralmente diferentes, al punto que resulten incompatibles. 
En el caso concreto, el demandante arguye que la inclusión de la regla o principio de la sostenibilidad fiscal en la Carta Política conduce en la práctica, a desconocer el modelo de Estado Social de Derecho (art. 1º C.P.), los fines constitucionales del Estado (arts. 1º y 2º C.P.) y la efectividad de la acción de tutela (art. 86 C.P.), por cuanto, en adelante, importarán únicamente consideraciones de orden presupuestal al momento de examinar la vigencia de los derechos, en especial, aquellos de contenido económico, social y cultural. A su juicio, la cláusula del Estado Social de Derecho no debe tomar en cuenta consideraciones de orden económico en punto a la  protección de derechos fundamentales. Además, todas las acciones estatales deben estar dirigidas al servicio de la comunidad y al mismo tiempo, promover la prosperidad general, mientras que con la reforma introducida por el Acto Legislativo 3 de 2011 lo que debe primar es la sostenibilidad fiscal. A su vez, el actor considera que la imposición de la regla fiscal pone en peligro todo el contenido normativo del Título II de la Constitución, en la medida en que una acción de tutela que pueda potencialmente poner en riesgo la sostenibilidad, justificaría desconocer los derechos, deberes y garantías consagrados en la Carta. 
La Corte observó que el demandante se limitó a afirmar el presunto desconocimiento de preceptos constitucionales, sin cumplir los sucesivos pasos de la metodología que la jurisprudencia constitucional ha decantado para que se pueda entrar a analizar si, so pretexto de una reforma, se produce una sustitución de la Carta. 

En efecto, no basta la mera invocación de artículos de la Constitución, puesto que, a manera de premisa mayor del juicio propuesto, el señalamiento claro de distintas disposiciones constitucionales se debe acompañar de la indicación acerca del modo como esos preceptos conforman un eje estructural o definitorio de la Constitución que habría sido sustituido.

Para verificar la pretendida sustitución es necesario, además, presentar, a título de premisa menor, un análisis de la reforma que permita fijar su alcance y, a partir del cumplimiento de los anteriores pasos efectuar, en un tercer momento, una comparación orientada a demostrar que el Congreso no se limitó a introducir una reforma, sino que varió un eje estructural o definitorio, dando lugar a una sustitución total o parcial, temporal o definitiva de la Carta.

La Corporación encontró que la demanda adolece de la precisión y claridad requeridas para la identificación de la premisa mayor, por cuanto las argumentaciones en que se basa son vagas y abstractas o hacen alusión genérica a un conjunto de artículos, sin especificar cómo se relacionan para integrar un eje axial de la Carta. Fuera de lo anterior, el actor tampoco logra delimitar los alcances del Acto Legislativo cuestionado, sin lo cual, faltan los supuestos que puedan dar lugar a una confrontación, cuyo resultado sea la determinación de si se reformó la Constitución o fue sustituida y de qué manera.

La Corte reiteró que le está vedado controlar reformas constitucionales por su contenido material, es decir, que no puede ejercer un control de fondo para establecer si la reforma es contraria al contenido de la Constitución y también puntualizó que en la Carta de 1991 no existen cláusulas pétreas, normas intangibles o principios inmodificables y que todos los preceptos constitucionales tienen igual jerarquía, por lo cual el juicio de sustitución no se efectúa para establecer si una norma de la Constitución viola otra contenida en la misma Carta, sino que se adelanta a fin de verificar si se ha producido o no un vicio de competencia.  

Por consiguiente, la Corte procedió a inhibirse de emitir un pronunciamiento de fondo respecto de la presente demanda contra el Acto Legislativo 3 de 2011. 

4.
Aclaraciones de voto

Los magistrados Mauricio González Cuervo y Humberto Antonio Sierra Porto anunciaron la presentación de aclaraciones de voto, pues si bien comparten la decisión de inhibición, tienen concepciones distintas respecto de los fundamentos de la misma.

La magistrada María Victoria Calle Correa se reservó la presentación de una eventual aclaración de voto relativa a las consideraciones en que se funda la decisión inhibitoria.  

